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Introducción 

El conflicto por la propiedad de tierras en 
Colombia ha sido uno de los factores cen-
trales en el surgimiento de tensiones socia-
les y violencia armada durante décadas. La 
concentración de tierras en pocas manos y la 
falta de acceso equitativo a este recurso han 
exacerbado las desigualdades socioeconómi-
cas en el país, afectando de manera particular 
a los campesinos, comunidades indígenas y 
afrodescendientes. En este contexto, la Agen-
cia Nacional de Tierras (ANT) juega un papel 
crucial en la administración y adjudicación 
de tierras, especialmente de las denominadas 
tierras baldías, que son propiedad de la Na-
ción y están destinadas para ser adjudicadas 
a quienes cumplan con los requisitos estable-
cidos por la ley.

El acceso a la tierra es un tema sensible en 
Colombia, dado que durante mucho tiempo 
el Estado no logró una redistribución efectiva 
que permitiera a las poblaciones rurales acce-

der a este recurso esencial para su subsisten-
cia. Este problema estructural ha sido identifi-
cado como una de las causas fundamentales 
del conflicto armado colombiano (Zamosc, 
1986). La creación de la ANT, como parte de 
los esfuerzos de reforma agraria, responde a 
la necesidad de resolver de manera efectiva 
la adjudicación de tierras, regularizar la te-
nencia, y clarificar la propiedad, para brindar 
seguridad jurídica a los ocupantes de tierras 
rurales y evitar la acumulación de propieda-
des en manos de particulares a expensas del 
patrimonio público.

El objetivo del presente artículo es analizar el 
rol que desempeña la Agencia Nacional de 
Tierras dentro del marco de la justicia agraria 
y la construcción de paz en Colombia, toman-
do como referencia la sentencia SU288/22 
de la Corte Constitucional. Dicha sentencia 
aborda temas cruciales como la protección 
cualificada de los derechos de los trabajado-
res agrarios, la adjudicación de tierras baldías 
y la clarificación de la propiedad de predios 
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rurales. Específicamente, se destaca el papel 
de la ANT en la defensa del patrimonio públi-
co frente a intentos de apropiación indebida 
de tierras, en la garantía del acceso progresi-
vo a la propiedad de la tierra por parte de las 
poblaciones campesinas, y en la implementa-
ción de políticas públicas orientadas a cum-
plir con los objetivos del Acuerdo de Paz, en 
lo que respecta a la Reforma Rural Integral 
(Corte Constitucional, 2022).

Este artículo tiene como finalidad proporcio-
nar una comprensión detallada de las com-
petencias y responsabilidades de la Agencia 
Nacional de Tierras, con base en la jurispru-
dencia constitucional. La ANT se erige como 
un actor clave en la lucha por corregir las in-
justicias históricas relacionadas con la tierra 
en Colombia, y su función adquiere especial 
relevancia en la construcción de una paz du-
radera. A través de la gestión de tierras bal-
días, la ANT busca no solo adjudicar tierras 
de manera justa, sino también garantizar que 
el acceso a este recurso promueva el desarro-
llo rural y disminuya las disparidades socioe-
conómicas que han contribuido al conflicto 
(Valencia, 2018).

La importancia de la tierra en el desarrollo 
rural no puede subestimarse, ya que es un 
recurso que define la capacidad de las per-
sonas y comunidades para generar medios de 
subsistencia. En este sentido, la Corte Consti-
tucional ha reconocido en varias oportunida-
des el derecho de acceso a la tierra como un 
factor esencial para la dignidad humana y el 

ejercicio de derechos fundamentales (Corte 
Constitucional, 2014). En consecuencia, las 
políticas agrarias y las decisiones judiciales 
deben estar alineadas con la protección de 
los derechos de los campesinos y poblacio-
nes vulnerables. La ANT, a través de su tra-
bajo, se convierte en una herramienta del 
Estado para hacer realidad esta protección y 
asegurar que los procesos de adjudicación de 
tierras baldías se realicen de manera transpa-
rente y conforme a la ley.

En un país donde la concentración de tierras 
ha sido tradicionalmente un motor de des-
igualdad, la intervención del Estado mediante 
la ANT es crucial. Según la Ley 160 de 1994, 
las tierras baldías solo pueden ser adjudica-
das por el Estado, y la ANT tiene la responsa-
bilidad de garantizar que las adjudicaciones 
se realicen de acuerdo con los principios de 
justicia social y con un enfoque diferencial 
que tenga en cuenta a las poblaciones más 
vulnerables, tales como campesinos, mujeres 
rurales, comunidades indígenas y afrodes-
cendientes (Ley 160 de 1994). Esta función 
no solo es un mandato legal, sino también 
una condición indispensable para avanzar en 
la construcción de paz en Colombia.

La relación entre justicia agraria y paz en 
Colombia es evidente cuando se considera 
el Acuerdo Final de Paz firmado en 2016 
entre el Gobierno y las FARC, en el cual la 
Reforma Rural Integral constituye uno de los 
pilares fundamentales. En dicho acuerdo, se 
establece que el acceso a la tierra es una he-
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rramienta esencial para la reparación de las 
víctimas del conflicto, la reducción de la po-
breza en el campo, y la promoción del desa-
rrollo rural (Acuerdo Final de Paz, 2016). La 
ANT, como entidad encargada de la gestión 
de baldíos, tiene un papel protagónico en la 
implementación de esta reforma y, por ende, 
en la creación de las condiciones necesarias 
para que las comunidades rurales puedan de-
sarrollarse en paz y con dignidad.

El presente análisis se desarrollará en torno al 
estudio de la sentencia SU288/22, que plan-
tea la necesidad de una interpretación riguro-
sa y adecuada de las normas que regulan los 
bienes baldíos, a fin de evitar que la propie-
dad estatal sea indebidamente usurpada por 
particulares. En este sentido, la sentencia su-
braya la obligación de los jueces de tener en 
cuenta la participación de la Agencia Nacio-
nal de Tierras en los procesos de pertenencia 
de predios rurales y recalca que las tierras 
baldías son imprescriptibles, lo que implica 
que no pueden ser adquiridas por particula-
res mediante procesos de prescripción adqui-
sitiva (Corte Constitucional, 2022).

En conclusión, la sentencia SU288/22 refleja 
la importancia de la Agencia Nacional de Tie-
rras en la protección de los recursos del Estado 
y en la promoción de una distribución equita-
tiva de la tierra. Este artículo busca contribuir 
al entendimiento de cómo el marco normativo 
y jurisprudencial en torno a los baldíos se ali-
nea con los esfuerzos más amplios de justicia 
agraria y construcción de paz en Colombia.

La Agencia Nacional de Tierras

El análisis del rol de la Agencia Nacional de 
Tierras (ANT) en la justicia agraria y la cons-
trucción de paz requiere un enfoque integral 
sobre su origen, sus funciones y su impacto 
en la gestión de tierras en Colombia. La crea-
ción de la ANT no surge en el vacío, sino 
en un contexto histórico y social que exige 
la intervención del Estado para solucionar el 
problema de la tierra, que ha sido uno de los 
principales detonantes del conflicto armado 
en el país. Históricamente, Colombia ha su-
frido una alta concentración de tierras en ma-
nos de pocas personas, lo que ha exacerbado 
la pobreza rural y la exclusión social, factores 
que alimentaron la violencia y la insurgen-
cia durante varias décadas (Fajardo, 2002). 
En este sentido, la Agencia Nacional de Tie-
rras se constituye como un actor central en 
la implementación de políticas que buscan 
revertir estas dinámicas y fomentar una distri-
bución más equitativa de la tierra.

La ANT tiene sus raíces en un conjunto de 
políticas agrarias que datan de los primeros 
intentos de reforma agraria en el siglo XX. 
Desde la Ley 200 de 1936, la legislación 
colombiana reconoció la importancia de dis-
tribuir tierras baldías, es decir, aquellas que 
no habían sido adjudicadas a particulares y 
que pertenecían al Estado. La ley otorgaba 
al campesinado la posibilidad de acceder a 
la tierra a través de la adjudicación estatal, 
bajo ciertas condiciones de explotación agrí-
cola y ocupación (Díaz, 2010). A lo largo del 



Revista Cultural UNILIBRESede Cartagena

31

tiempo, esta política se ha ido perfeccionan-
do con la creación de instituciones especia-
lizadas, como el Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria (INCORA) en 1961, cuyo 
propósito principal fue redistribuir tierras bal-
días y mejorar las condiciones de vida de las 
poblaciones rurales (Ortiz, 2013). Sin embar-
go, los esfuerzos de estas entidades se vieron 
obstaculizados por la falta de claridad jurídi-
ca sobre la propiedad de la tierra, la concen-
tración de propiedades en pocas manos y la 
ineficacia del Estado para garantizar la equi-
dad en el acceso a este recurso.

Con la creación de la Agencia Nacional de 
Tierras en 2015, como resultado de una re-
estructuración de las políticas agrarias en el 
país, el Estado colombiano buscó fortalecer 
sus capacidades para gestionar de manera 
más eficiente las tierras baldías y adjudicar 
terrenos a las poblaciones que más lo nece-
sitan. La ANT asumió las competencias del 
antiguo Instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural (INCODER), con un enfoque renovado 
en la adjudicación de tierras, la formaliza-
ción de la propiedad rural, y la clarificación 
de la tenencia de tierras baldías (Ley 1753 de 
2015). Este proceso ha sido especialmente re-
levante en el contexto de la implementación 
del Acuerdo de Paz de 2016, en el que la 
Reforma Rural Integral juega un papel funda-
mental para garantizar que las comunidades 
campesinas, históricamente afectadas por el 
conflicto, tengan acceso a la tierra de mane-
ra justa y equitativa (Acuerdo Final de Paz, 
2016).

El concepto de baldíos, en este contexto, es 
clave para entender el rol de la ANT. Los 
baldíos son tierras que pertenecen al Estado 
y que están reservadas para ser adjudicadas 
bajo condiciones específicas, principalmen-
te a campesinos que las exploten de manera 
productiva. Estas tierras no pueden ser adqui-
ridas por prescripción, es decir, no pueden 
ser reclamadas por ocupación prolongada sin 
título, a menos que se cumplan los requisitos 
legales establecidos (Corte Constitucional, 
2022). La jurisprudencia ha enfatizado que el 
Estado debe ejercer una gestión activa sobre 
los baldíos, asegurando que sean distribuidos 
de manera equitativa y conforme a los princi-
pios de justicia social, tal como lo establecen 
tanto la Constitución de 1991 como el Acuer-
do Final de Paz (Corte Constitucional, 2014).

En cuanto a la relación entre la tierra y la jus-
ticia agraria, es crucial subrayar que la des-
igualdad en la tenencia de la tierra ha sido 
una de las principales causas de la margina-
lización rural en Colombia. Según estudios 
del Departamento Nacional de Planeación 
(2016), el 1% de los propietarios de tierras 
posee más del 80% de la tierra cultivable 
del país, lo que refleja un grado extremo de 
concentración de tierras. Esta situación ha 
generado tensiones sociales y conflictos ar-
mados en las zonas rurales, al no permitir 
a las comunidades campesinas, indígenas y 
afrodescendientes acceder a los recursos que 
necesitan para subsistir y desarrollarse. En 
este contexto, la ANT se enfrenta al reto de 
clarificar la propiedad de los predios rurales, 
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un proceso que implica la identificación de 
baldíos, la regularización de la tenencia in-
formal y la adjudicación de tierras a quienes 
tienen derecho a ellas (Fajardo, 2014).

Además de su función en la adjudicación de 
tierras, la ANT tiene la tarea de liderar la for-
malización de la propiedad rural, una políti-
ca que busca otorgar títulos de propiedad a 
los campesinos que han ocupado tierras de 
manera informal por años, incluso décadas. 
La formalización es esencial no solo para pro-
porcionar seguridad jurídica a los ocupantes 
de tierras, sino también para facilitar su ac-
ceso a servicios del Estado, como el crédito 
agrícola, y su inclusión en programas de de-
sarrollo rural (PNUD, 2018). El trabajo de la 
ANT en este ámbito es, por lo tanto, crucial 
para garantizar que las políticas agrarias no 
solo beneficien a los grandes terratenientes, 
sino también a las poblaciones más vulne-
rables, cumpliendo así con los objetivos de 
equidad y justicia social.

El rol de la ANT en la construcción de paz 
es igualmente vital. El Acuerdo Final de Paz, 
firmado entre el Gobierno colombiano y las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia (FARC), incluye un enfoque específico 
sobre la Reforma Rural Integral, que tiene 
como objetivo proporcionar acceso a la tie-
rra a las comunidades campesinas y reparar 
las injusticias históricas que contribuyeron al 
surgimiento del conflicto armado (Acuerdo 
Final de Paz, 2016). En este sentido, la ANT 
actúa como un ente ejecutor de las políticas 

agrarias contempladas en el acuerdo, faci-
litando la adjudicación de tierras baldías a 
campesinos, y trabajando en la recuperación 
de tierras ocupadas de manera indebida.

La Corte Constitucional ha ratificado en di-
versas sentencias la importancia de la ANT 
para garantizar la redistribución justa de 
tierras y para proteger los bienes baldíos 
como patrimonio del Estado. En la sentencia 
SU288/22, por ejemplo, la Corte enfatiza que 
la ANT tiene la responsabilidad de intervenir 
en los procesos judiciales relacionados con 
la adjudicación de tierras baldías, para evitar 
que particulares se apropien de terrenos que 
pertenecen al Estado sin cumplir con los re-
quisitos legales (Corte Constitucional, 2022). 
La sentencia subraya que la clarificación de 
la propiedad es una tarea fundamental para 
asegurar que los recursos del Estado sean uti-
lizados de manera equitativa y para el benefi-
cio de las comunidades más necesitadas.

La Agencia Nacional de Tierras desempeña 
un papel crucial en la administración de la 
tierra en Colombia. Su labor de clarificación, 
adjudicación y formalización de la propiedad 
rural es esencial no solo para corregir las des-
igualdades históricas en el acceso a la tierra, 
sino también para promover la paz y el desa-
rrollo rural sostenible. El trabajo de la ANT 
no es simplemente una cuestión administra-
tiva, sino una parte integral de los esfuerzos 
del Estado para garantizar que los principios 
de justicia social se cumplan en un país que 
ha sufrido las consecuencias de la concentra-



Revista Cultural UNILIBRESede Cartagena

33

ción de tierras y el conflicto armado durante 
tanto tiempo.

La sentenciaSU-288 de 2022 y su impacto en 
la política agraria sobre baldíos en Colombia 

La sentencia SU288/22 de la Corte Consti-
tucional de Colombia representa un hito en 
el abordaje judicial de la propiedad rural, la 
protección de los derechos de los trabajado-
res agrarios y la clarificación de los predios 
baldíos. En esta decisión, se reitera la impor-
tancia de la protección de los bienes baldíos 
como patrimonio público y la imposibilidad 
de adquirirlos mediante la prescripción ad-
quisitiva, lo que tiene implicaciones directas 
sobre la política de tierras y el rol de la Agen-
cia Nacional de Tierras (ANT) en el cumpli-
miento de su mandato constitucional.

El contexto de la sentencia se encuentra en-
marcado en una serie de demandas inter-
puestas por la ANT para proteger el patrimo-
nio público y garantizar el acceso equitativo 
a la tierra por parte de los campesinos y otros 
sujetos vulnerables. La ANT argumentó que 
diversas decisiones judiciales, que habían 
concedido la prescripción adquisitiva de pre-
dios rurales a particulares, contravenían el 
marco normativo que prohíbe la prescripción 
sobre tierras baldías, afectando así su función 
de recuperación y adjudicación de estos bie-
nes a quienes realmente lo necesitan (Corte 
Constitucional, 2022). En este sentido, la sen-
tencia tiene un enfoque central en la necesi-
dad de garantizar la correcta interpretación 

de la ley en cuanto a la naturaleza jurídica de 
los predios y en evitar que los bienes baldíos 
sean apropiados de manera irregular.

Uno de los aspectos fundamentales de la 
sentencia es su énfasis en la protección cua-
lificada de los derechos de los trabajadores 
agrarios. La Corte Constitucional resalta que 
la tenencia de la tierra en Colombia ha sido 
históricamente desigual, lo que ha perpe-
tuado situaciones de vulnerabilidad para las 
poblaciones campesinas, las mujeres rurales 
y las personas desplazadas por el conflicto 
armado. Estas poblaciones no solo enfrentan 
dificultades en el acceso a la tierra, sino que 
también sufren por la falta de seguridad jurí-
dica en la tenencia de sus predios. La Corte 
subraya que la labor de la ANT, al clarificar la 
naturaleza de los predios y defender la tierra 
pública de la apropiación indebida, es clave 
para avanzar en la construcción de paz y ga-
rantizar el acceso a la tierra como un derecho 
fundamental de estos grupos (Corte Constitu-
cional, 2022).

El análisis de la sentencia también permite en-
tender el concepto de “defecto sustantivo” en 
el ámbito judicial. Según la Corte, se incurre 
en un defecto sustantivo cuando la interpreta-
ción de la norma por parte de una autoridad 
judicial es irrazonable o desproporcionada, 
afectando así los derechos legítimos de las par-
tes implicadas (Corte Constitucional, 2022). 

En los casos tratados por la sentencia 
SU288/22, el defecto sustantivo se configu-
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ra cuando los jueces ordinarios aplican de 
manera incorrecta las normas sobre la pres-
cripción adquisitiva, permitiendo que parti-
culares adquieran tierras baldías, que por ley 
son imprescriptibles. Esta práctica no solo es 
contraria a la normatividad vigente, sino que 
también afecta los derechos de las comunida-
des rurales que dependen de la adjudicación 
de estos predios por parte del Estado.

Un elemento central en la decisión de la Cor-
te es el reconocimiento del deber del Estado 
de promover el acceso progresivo a la propie-
dad de la tierra para los trabajadores agrarios. 
En concordancia con la jurisprudencia pre-
via, la Corte destaca que los baldíos tienen 
una finalidad social que debe ser respetada. 
Estos bienes están reservados para la adjudi-
cación a campesinos que demuestren su vo-
cación agraria y su necesidad de acceder a la 
tierra para mejorar sus condiciones de vida. 
La sentencia reafirma que la función de la 
ANT es garantizar que los baldíos sean distri-
buidos conforme a los principios de justicia 
social, evitando su acumulación en manos 
de unos pocos actores (Corte Constitucional, 
2014). Este mandato es crucial para asegurar 
la equidad en la distribución de tierras, que 
ha sido una demanda histórica de las organi-
zaciones campesinas en Colombia.

La ANT, en su calidad de autoridad compe-
tente en la gestión de tierras baldías, juega 
un papel esencial en la clarificación de la 
propiedad rural. En la sentencia, se establece 
que es responsabilidad de la ANT intervenir 

en los procesos de pertenencia que involu-
cren tierras rurales, ya sea para demostrar la 
naturaleza baldía de los predios o para im-
pedir que se declare la prescripción adquisi-
tiva de tierras de esta naturaleza sin cumplir 
con los requisitos legales (Corte Constitucio-
nal, 2022). La sentencia también aclara que 
la ANT debe actuar con especial diligencia 
para contribuir a la administración de justi-
cia, reconstruyendo la historia jurídica de 
los inmuebles en disputa y proporcionando 
la información necesaria para que los jueces 
tomen decisiones fundamentadas en los prin-
cipios de legalidad y equidad.

Otro aspecto relevante de la sentencia es la 
vinculación del fallo con la implementación 
del Acuerdo Final de Paz, en particular con la 
Reforma Rural Integral. Este acuerdo, firmado 
en 2016, establece la necesidad de crear las 
condiciones para el acceso equitativo a la tie-
rra y la formalización de la propiedad rural, 
como parte de los esfuerzos para consolidar 
la paz en las regiones afectadas por el conflic-
to armado (Acuerdo Final de Paz, 2016). La 
Corte Constitucional exhorta al Gobierno y al 
Congreso a cumplir con las disposiciones del 
Acuerdo, especialmente en lo que se refiere 
al punto 1.1 sobre el acceso y uso de la tierra. 
La ANT, como ejecutora de estas políticas, 
tiene la responsabilidad de garantizar que los 
campesinos, las mujeres rurales, y las comu-
nidades indígenas y afrodescendientes pue-
dan beneficiarse de la adjudicación de tie-
rras baldías, promoviendo así una verdadera 
transformación en el campo colombiano.
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La sentencia SU288/22 representa un lla-
mado a la protección de los bienes baldíos 
como patrimonio público y a la necesidad de 
garantizar que el acceso a la tierra se realice 
bajo principios de justicia social y equidad. 
La Corte Constitucional, al resaltar el papel 
de la Agencia Nacional de Tierras, subraya la 
importancia de su labor en la clarificación de 
la propiedad y en la defensa de los derechos 
de las poblaciones rurales más vulnerables. 
Esta sentencia se enmarca dentro de los es-
fuerzos más amplios del Estado colombiano 
por promover la justicia agraria y avanzar en 
la construcción de una paz duradera, en la 
que el acceso equitativo a la tierra sea un pi-
lar fundamental.

Agencia Nacional de Tierras como pieza 
fundamental en la construcción de paz en 
Colombia 

La Agencia Nacional de Tierras (ANT) desem-
peña un rol central en la construcción de la 
paz en Colombia, especialmente en lo que 
respecta a la implementación de la Reforma 
Rural Integral, que es uno de los pilares fun-
damentales del Acuerdo Final de Paz firmado 
en 2016 entre el Gobierno colombiano y las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia (FARC). La Reforma Rural Integral busca 
garantizar un acceso equitativo a la tierra 
para las comunidades más afectadas por el 
conflicto armado, en especial campesinos, 
mujeres rurales, comunidades afrodescen-
dientes e indígenas. Este acceso a la tierra es 
visto como un componente esencial para la 

transformación del campo colombiano y, por 
ende, para la construcción de una paz estable 
y duradera (Acuerdo Final de Paz, 2016).

El Acuerdo Final de Paz reconoce que la 
desigualdad en la distribución de la tierra ha 
sido uno de los factores estructurales que ha 
alimentado el conflicto armado durante dé-
cadas. El acceso a la tierra en condiciones de 
justicia y equidad no solo es una cuestión de 
desarrollo rural, sino también de reconcilia-
ción y reparación para las víctimas del con-
flicto. En este sentido, la ANT tiene la respon-
sabilidad de ejecutar políticas públicas que 
permitan que la tierra sea redistribuida de 
manera justa, priorizando a las poblaciones 
históricamente marginadas y afectadas por el 
conflicto (Gutiérrez Sanín, 2020). Para ello, 
la Agencia trabaja en la identificación, recu-
peración y adjudicación de tierras baldías, 
asegurando que estas sean otorgadas a quie-
nes tienen un verdadero derecho y necesidad 
de acceder a ellas.

Uno de los componentes clave de la Refor-
ma Rural Integral es el acceso progresivo a 
la propiedad de la tierra para los trabajado-
res agrarios. La ANT, en su calidad de ente 
encargado de la administración de tierras 
baldías, tiene el mandato de priorizar la ad-
judicación de estas tierras a campesinos que 
han sido desplazados por la violencia o que 
no han tenido acceso formal a la propiedad 
(Corte Constitucional, 2022). A través de 
este proceso, la ANT busca contribuir a la 
reparación de las desigualdades históricas 
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en la distribución de la tierra y fomentar un 
desarrollo rural más equitativo. Esta tarea es 
especialmente importante en el contexto de 
las zonas afectadas por el conflicto armado, 
donde muchas comunidades campesinas han 
sido desplazadas o despojadas de sus tierras, 
lo que ha generado situaciones de pobreza y 
vulnerabilidad extrema (PNUD, 2018).

El papel de la ANT en la justicia agraria no 
se limita a la adjudicación de tierras baldías, 
sino que también incluye la formalización 
de la propiedad rural. Muchas comunida-
des rurales en Colombia ocupan tierras sin 
títulos de propiedad formales, lo que genera 
inseguridad jurídica y les impide acceder a 
beneficios y servicios estatales, como el cré-
dito agrícola o los programas de desarrollo 
rural. La ANT tiene la responsabilidad de 
liderar el proceso de formalización de es-
tas tierras, otorgando títulos de propiedad 
a quienes han ocupado y trabajado la tierra 
de manera informal durante años (Acuerdo 
Final de Paz, 2016). Este proceso no solo 
brinda seguridad jurídica a los campesinos, 
sino que también fortalece la capacidad del 
Estado para implementar políticas de desa-
rrollo rural sostenibles.

La justicia agraria promovida por la ANT tam-
bién tiene un enfoque diferencial, que busca 
garantizar que las políticas de adjudicación y 
formalización de tierras tengan en cuenta las 
necesidades específicas de las poblaciones 
más vulnerables. En particular, el Acuerdo de 
Paz reconoce que las mujeres rurales, las co-

munidades afrodescendientes y los pueblos 
indígenas han enfrentado históricamente ba-
rreras adicionales para acceder a la tierra. La 
ANT, como ejecutora de la Reforma Rural 
Integral, debe asegurar que estas poblaciones 
sean prioritarias en la adjudicación de tierras, 
respetando sus derechos y promoviendo su 
empoderamiento económico (Corte Constitu-
cional, 2014).

En este sentido, el enfoque de género es funda-
mental. Las mujeres rurales en Colombia han 
sido tradicionalmente excluidas de los proce-
sos de adjudicación de tierras, lo que ha per-
petuado su situación de vulnerabilidad. Mu-
chas mujeres han quedado a cargo de tierras 
tras la desaparición o muerte de sus esposos e 
hijos a causa del conflicto armado, y enfren-
tan barreras legales y sociales para formalizar 
su derecho a la propiedad (PNUD, 2018). La 
ANT, a través de sus políticas de adjudicación 
y formalización, tiene el deber de corregir es-
tas inequidades y garantizar que las mujeres 
rurales puedan acceder a la tierra en igualdad 
de condiciones. Este enfoque de género está 
en línea con los compromisos internacionales 
de Colombia en materia de derechos huma-
nos y equidad de género, y es un elemento 
clave para la construcción de una paz inclusi-
va y sostenible (González, 2019).

Asimismo, la ANT debe garantizar que las 
comunidades indígenas y afrodescendientes, 
que han sido despojadas de sus tierras a lo 
largo de la historia, sean restituidas y que 
sus derechos territoriales sean reconocidos. 
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En muchos casos, estas comunidades han 
ocupado tierras ancestrales sin tener títulos 
formales que respalden su propiedad, lo que 
ha facilitado su despojo por actores armados 
o grandes terratenientes. La labor de la ANT 
en la clarificación y formalización de estos 
territorios es esencial para asegurar la justicia 
territorial y la reparación de los daños histó-
ricos causados a estas comunidades (Corte 
Constitucional, 2022). La tierra no solo tiene 
un valor económico para estas poblaciones, 
sino también un valor cultural y espiritual 
que debe ser protegido.

En términos ambientales, la ANT también 
tiene la responsabilidad de garantizar que la 
adjudicación de tierras baldías se realice de 
manera que se protejan los recursos naturales 
y el medio ambiente. La Corte Constitucional 
ha señalado que la preservación del medio 
ambiente es un principio fundamental que 
debe guiar la política agraria en Colombia 
(Corte Constitucional, 2014). En este sentido, 
la adjudicación de tierras no puede realizarse 
a expensas de la destrucción de ecosistemas 
frágiles o la degradación del medio ambiente. 
La ANT debe asegurarse de que las tierras ad-
judicadas sean utilizadas de manera sostenible 
y en conformidad con las normativas ambien-
tales vigentes, lo que es crucial para la sosteni-
bilidad a largo plazo de las zonas rurales.

En conclusión, el rol de la Agencia Nacional 
de Tierras en la construcción de paz en Co-
lombia es multifacético y fundamental. A tra-
vés de su trabajo en la adjudicación, formali-

zación y clarificación de tierras, la ANT con-
tribuye a corregir las desigualdades históricas 
en la distribución de la tierra, promoviendo 
un acceso más equitativo para las poblacio-
nes más vulnerables. Además, la ANT juega 
un papel crucial en la implementación de la 
Reforma Rural Integral, que es un componen-
te esencial del Acuerdo de Paz. Su labor no 
solo tiene un impacto en el desarrollo rural, 
sino que también es un pilar para la consoli-
dación de la paz y la justicia en las regiones 
más afectadas por el conflicto armado.

Impactos de la sentencia SU-288 DE 2022 

La sentencia SU288/22 no solo tiene relevan-
cia jurídica, sino que también plantea impor-
tantes implicaciones para la jurisprudencia 
agraria en Colombia y la política pública 
en materia de tierras. Esta decisión judicial 
refuerza la necesidad de una interpretación 
rigurosa del régimen de baldíos, un recurso 
fundamental para la redistribución equitativa 
de la tierra en un país marcado por profun-
das desigualdades en su tenencia. La Corte 
Constitucional subraya que los baldíos, como 
patrimonio público, no pueden ser objeto de 
apropiación mediante la prescripción adqui-
sitiva por particulares, un principio que ha 
sido violado en múltiples ocasiones por inter-
pretaciones erróneas de la ley. De este modo, 
la sentencia contribuye a sentar un preceden-
te jurídico clave en la protección de los re-
cursos del Estado y en la defensa del derecho 
de las poblaciones más vulnerables al acceso 
a la tierra (Corte Constitucional, 2022).
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El impacto de esta sentencia se extiende más 
allá de los casos concretos resueltos en ella, 
al fortalecer el marco normativo que rige la 
propiedad de la tierra y clarificar el papel del 
Estado, en particular de la Agencia Nacional 
de Tierras (ANT), en la protección y adjudica-
ción de tierras baldías. La ANT, como entidad 
encargada de la gestión de estos bienes, ad-
quiere un rol protagónico en la implementa-
ción de esta decisión judicial. La sentencia 
no solo obliga a los jueces a revisar y corre-
gir interpretaciones erróneas en los procesos 
de pertenencia de tierras, sino que también 
exige que la ANT actúe con diligencia en la 
defensa de los baldíos, participando activa-
mente en los litigios y aportando pruebas que 
permitan demostrar la naturaleza jurídica de 
los predios involucrados (Corte Constitucio-
nal, 2022). Esta participación es esencial para 
evitar que decisiones judiciales contrarias a 
la ley despojen al Estado de recursos que de-
ben ser utilizados para promover el acceso 
equitativo a la tierra.

La sentencia SU288/22 también tiene impli-
caciones directas en la política agraria del 
país, ya que refuerza la obligación del Estado 
de utilizar los baldíos como una herramienta 
de redistribución de la tierra, en línea con los 
principios de justicia social. La concentración 
de la tierra ha sido una de las principales cau-
sas de las desigualdades estructurales en Co-
lombia, y este fallo subraya la necesidad de 
una intervención estatal activa para corregir 
estas disparidades. La Corte Constitucional 
recuerda que los baldíos no solo son pro-

piedad del Estado, sino que su adjudicación 
debe priorizar a las comunidades rurales más 
vulnerables, como campesinos, mujeres rura-
les, indígenas y afrodescendientes, quienes 
han sido históricamente marginados en los 
procesos de acceso a la tierra (Corte Constitu-
cional, 2014). La política pública, por lo tan-
to, debe estar alineada con estos principios, 
asegurando que los procesos de adjudicación 
sean transparentes, equitativos y orientados 
hacia la superación de las desigualdades.

El fallo de la Corte también fortalece el marco 
normativo de la protección de los derechos 
de las poblaciones rurales. Al invalidar las 
decisiones judiciales que habían permitido 
la prescripción adquisitiva sobre baldíos, la 
Corte Constitucional envía un mensaje claro 
sobre la importancia de respetar los derechos 
de los trabajadores agrarios, quienes depen-
den del acceso a la tierra para su subsistencia 
y desarrollo. La seguridad jurídica que pro-
porciona la protección de los baldíos es cru-
cial para estas comunidades, ya que garantiza 
que los recursos del Estado serán utilizados 
de manera justa y equitativa, y no concen-
trados en manos de unos pocos actores pri-
vados que buscan beneficiarse de interpreta-
ciones laxas de la ley (Acuerdo Final de Paz, 
2016). Este principio de protección refuerza 
el compromiso del Estado colombiano con la 
justicia agraria y la construcción de una paz 
sostenible, en la que el acceso a la tierra se 
vea como un derecho fundamental para las 
poblaciones rurales.
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En el ámbito de la política pública, la senten-
cia SU288/22 pone de relieve la necesidad de 
fortalecer las capacidades institucionales de la 
ANT para garantizar una gestión eficaz de las 
tierras baldías. La ANT no solo debe desem-
peñar un rol técnico en la identificación y ad-
judicación de predios, sino que también debe 
liderar un enfoque integral que promueva la 
formalización de la propiedad rural y la clarifi-
cación de la tenencia de la tierra. 

Este proceso es esencial para garantizar que 
los campesinos y otras comunidades vulnera-
bles tengan acceso a la tierra de manera segu-
ra y sostenible. Además, la ANT debe coordi-
narse de manera efectiva con otras entidades 
del Estado, como el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural y la Unidad de Restitución 
de Tierras, para asegurar que las políticas 
agrarias estén alineadas con los objetivos más 
amplios de justicia social y desarrollo rural 
(González, 2019).

Un aspecto importante de la sentencia es su 
énfasis en la implementación de la Reforma 
Rural Integral, uno de los componentes más 
cruciales del Acuerdo Final de Paz de 2016. 
La Reforma Rural Integral establece que el ac-
ceso a la tierra es una condición indispensa-
ble para la reparación de las víctimas del con-
flicto y para la promoción de un desarrollo 
rural equitativo (Acuerdo Final de Paz, 2016). 
En este sentido, la ANT juega un papel esen-
cial en la implementación de estas políticas, 
ya que es la entidad encargada de adjudicar 
los baldíos y formalizar la propiedad de la tie-

rra. La sentencia SU288/22 refuerza la impor-
tancia de esta labor y obliga a la ANT a actuar 
de manera proactiva para garantizar que las 
tierras baldías sean distribuidas de manera 
justa y conforme a los principios de justicia 
agraria establecidos en el Acuerdo de Paz.

En términos más amplios, la sentencia también 
envía un mensaje a la comunidad internacio-
nal sobre el compromiso de Colombia con 
la justicia agraria y los derechos de los cam-
pesinos. En un contexto global en el que el 
acceso a la tierra sigue siendo un tema central 
para la reducción de la pobreza y el desarrollo 
sostenible, el fallo de la Corte Constitucional 
refuerza la necesidad de que los Estados adop-
ten políticas que promuevan una distribución 
equitativa de los recursos naturales. 

La protección de los baldíos como patrimo-
nio público es una manifestación de este 
compromiso, y la implementación de esta 
sentencia contribuirá a mejorar la percepción 
internacional de Colombia en cuanto a su ca-
pacidad para abordar las causas estructurales 
del conflicto armado y promover un desarro-
llo inclusivo y sostenible (Gutiérrez Sanín, 
2020).

La sentencia SU288/22 tiene un impacto 
profundo en la jurisprudencia colombiana y 
en la política agraria del país, al fortalecer el 
marco normativo de protección de los bal-
díos y garantizar que estos sean utilizados 
como herramientas de justicia social y redis-
tribución de la tierra. 
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La Agencia Nacional de Tierras adquiere un 
rol protagónico en la implementación de esta 
decisión, ya que tiene la responsabilidad de 
garantizar que los baldíos sean adjudicados de 
manera justa, equitativa y transparente. Ade-
más, la sentencia refuerza la importancia de 
la Reforma Rural Integral en el contexto del 
Acuerdo Final de Paz y obliga al Estado a prio-
rizar a las poblaciones rurales más vulnerables 
en los procesos de adjudicación de tierras. 

En última instancia, esta decisión contribuye 
a la construcción de una paz duradera en Co-
lombia, basada en la justicia agraria y en el 
acceso equitativo a los recursos naturales.

Conclusiones 

La sentencia SU288/22, en el contexto de las 
políticas de tierras y la justicia agraria en Co-
lombia, ofrece importantes reflexiones sobre 
el papel del Estado en la protección de los 
derechos de las comunidades rurales y en la 
administración justa de los bienes públicos. 
La Agencia Nacional de Tierras (ANT), como 
actor clave en estos procesos, ha asumido un 
rol fundamental en la implementación de las 
políticas agrarias, en la adjudicación de tie-
rras y en la protección del patrimonio baldío 
de la Nación. Esta sentencia no solo resalta 
la relevancia de las acciones de la ANT, sino 
también las limitaciones y desafíos que en-
frenta en su labor diaria.

Una de las reflexiones clave que se despren-
den de la sentencia es la importancia de la 

claridad jurídica en los procesos de adjudi-
cación de tierras y en la protección de los 
baldíos. El fallo de la Corte Constitucional 
subraya la responsabilidad del Estado en ga-
rantizar que las tierras baldías no sean apro-
piadas indebidamente por particulares, ya 
que estos predios deben reservarse para su 
distribución entre quienes más lo necesitan. 
Esto no solo implica una función técnica de 
la ANT, sino que también destaca un princi-
pio ético de justicia social. El acceso equita-
tivo a la tierra ha sido históricamente uno de 
los grandes pendientes del Estado colombia-
no, y la sentencia refuerza la obligación de 
la ANT de garantizar que las tierras baldías 
cumplan su propósito social de beneficiar a 
los campesinos, las comunidades indígenas 
y afrodescendientes, así como a las mujeres 
rurales que han sido tradicionalmente exclui-
das del acceso a este recurso (Corte Constitu-
cional, 2022).

La sentencia SU288/22 también revela una 
importante tensión en la relación entre las 
decisiones judiciales y las políticas públicas 
de tierras. Por un lado, los jueces tienen la 
obligación de interpretar la ley conforme a 
los principios constitucionales de protección 
del patrimonio público y de justicia social; 
por otro, la ANT y las demás entidades es-
tatales deben trabajar en la implementación 
efectiva de estas políticas. En este sentido, la 
Corte recuerda que las decisiones judiciales 
que permiten la prescripción adquisitiva so-
bre tierras baldías no solo contravienen el 
marco normativo vigente, sino que también 



Revista Cultural UNILIBRESede Cartagena

41

perpetúan las injusticias históricas que han 
afectado a las poblaciones rurales más vul-
nerables (Corte Constitucional, 2014). Por lo 
tanto, es crucial que exista una coordinación 
más efectiva entre las entidades estatales y el 
poder judicial para garantizar que las políti-
cas públicas en materia de tierras sean imple-
mentadas de manera coherente y justa.

En cuanto a las repercusiones de la sentencia 
para la política agraria, es importante des-
tacar que el fallo refuerza el mandato de la 
ANT para actuar de manera proactiva en la 
protección de los baldíos. Esto implica que la 
Agencia no solo debe intervenir en los pro-
cesos judiciales en los que esté en disputa 
la naturaleza jurídica de las tierras, sino que 
también debe liderar una política de adjudi-
cación que priorice a los sectores más vulne-
rables de la población rural. 

La Corte Constitucional subraya que los bal-
díos son imprescriptibles y que deben ser ad-
judicados de manera equitativa, lo que obliga 
a la ANT a fortalecer sus mecanismos de se-
guimiento y control sobre estos predios (Cor-
te Constitucional, 2022). Además, la Agencia 
debe asegurar que los procesos de adjudica-
ción sean transparentes y conformes a la ley, 
de modo que se eviten nuevas apropiaciones 
indebidas por parte de actores privados.

La ANT enfrenta importantes desafíos en la 
implementación de estas políticas, en gran 
parte debido a las limitaciones estructurales 
del Estado colombiano en la administración 

de tierras. La falta de recursos, la complejidad 
de los procesos de adjudicación y la resisten-
cia de ciertos sectores poderosos que buscan 
mantener el control sobre grandes extensio-
nes de tierras son obstáculos que la ANT 
debe superar para cumplir con su mandato. 

La sentencia SU288/22 representa un avance 
significativo en la clarificación de los prin-
cipios que deben regir estos procesos, pero 
su implementación efectiva requerirá de un 
esfuerzo conjunto entre la Agencia, otras en-
tidades estatales y el poder judicial (PNUD, 
2018). La ANT debe fortalecerse institucio-
nalmente para cumplir con estas exigencias y 
garantizar que los baldíos se utilicen para su 
propósito social y no para la acumulación de 
riqueza en manos de unos pocos.

Otro aspecto crucial que se deriva de esta 
sentencia es la relación entre la protección 
de los baldíos y la construcción de paz en 
Colombia. La Reforma Rural Integral, inclui-
da en el Acuerdo Final de Paz, establece que 
la redistribución equitativa de la tierra es una 
condición indispensable para la reparación 
de las víctimas del conflicto y para la supera-
ción de las causas estructurales que alimenta-
ron la violencia armada en el país (Acuerdo 
Final de Paz, 2016). En este contexto, la ANT 
juega un papel fundamental como garante de 
que las tierras baldías sean adjudicadas de 
manera justa y de que el acceso a la tierra 
se convierta en un instrumento de inclusión 
social y desarrollo rural. La Corte Constitu-
cional, en su fallo, refuerza la importancia 



Revista Cultural UNILIBRE Sede Cartagena

42

de la ANT en la implementación de estos 
principios, al señalar que la política agraria 
debe orientarse hacia la superación de las 
desigualdades históricas que han afectado a 
las comunidades rurales.

La sentencia también invita a reflexionar so-
bre la relación entre justicia agraria y dere-
chos humanos. El acceso a la tierra no solo 
es un derecho económico, sino también un 
derecho fundamental para garantizar la digni-
dad de las personas y su capacidad de desa-
rrollo. La Corte Constitucional ha reconocido 
en diversas oportunidades que la tierra es un 
recurso esencial para la supervivencia de las 
comunidades campesinas e indígenas, y que 
su distribución justa es un principio básico de 
equidad (Corte Constitucional, 2014). 

En este sentido, la sentencia SU288/22 se 
inscribe dentro de un marco más amplio de 
protección de los derechos de las poblacio-
nes rurales, que han sido históricamente mar-
ginadas y despojadas de sus tierras. La labor 
de la ANT en este ámbito es esencial para ga-
rantizar que estos derechos sean protegidos 
y que las políticas de adjudicación de tierras 
contribuyan a la justicia social y a la cons-
trucción de una paz duradera.

En conclusión, la sentencia SU288/22 re-
presenta un avance significativo en la juris-
prudencia agraria y en la política pública de 
tierras en Colombia. La Agencia Nacional de 
Tierras adquiere un rol protagónico en la im-
plementación de esta decisión, ya que tiene 

la responsabilidad de garantizar que los bal-
díos sean utilizados para su propósito social y 
que el acceso a la tierra sea equitativo y justo. 
La sentencia también subraya la necesidad de 
una mayor coordinación entre las entidades 
estatales y el poder judicial para asegurar que 
las políticas agrarias se implementen de ma-
nera coherente y eficaz. 

Sin embargo, la ANT enfrenta importantes de-
safíos en la ejecución de estas políticas, y su 
éxito dependerá en gran medida de su capa-
cidad para superar las barreras estructurales y 
fortalecer sus mecanismos de control y adjudi-
cación. En última instancia, la sentencia con-
tribuye a la construcción de una paz duradera 
en Colombia, basada en el acceso equitativo a 
la tierra y en la protección de los derechos de 
las poblaciones rurales más vulnerables.
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